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DE PEAJES Y ADOPTA MEDIDAS EN CONTRATOS DE CONCESIÓN, BAJO CONDICIONES DE BIOSEGURIDAD 

VI. EXPEDIENTE RE-333 -  SENTENCIA C-420/20 (septiembre 24)

M.P. Richard Ramírez Grisales

1. Norma objeto de revisión constitucional

DECRETO 806 DE 2020 
(junio 4)  

Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 

los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y 

Ecológica 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 215 de 

la Constitución Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994, y el Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, 

"Por el cual se declara un Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 

nacional", y 

CONSIDERANDO: 

Que en los términos del artículo 215 de la Constitución Política, el presidente de la República, con la firma 

de todos los ministros, en caso de que sobrevengan hechos distintos de los previstos en los artículos 212 y 

213 de la Constitución Política, que perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el 

orden económico, social y ecológico del país o que constituyan grave calamidad pública, podrá 

declarar el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica.  

Que, según la misma norma constitucional, una vez declarado el estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica el presidente, con la firma de todos los ministros, podrá dictar decretos con fuerza de 

ley destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos. […] 
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DECRETA: 

 

Artículo 1. Objeto. Este decreto tiene por objeto implementar el uso de las tecnologías de la información 

y las comunicaciones en las actuaciones judiciales y agilizar el trámite de los procesos judiciales ante la 

jurisdicción ordinaria en las especialidades civil, laboral, familia, jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, jurisdicción constitucional y disciplinaria, así como, las actuaciones de las autoridades 

administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales y en los procesos arbitrales, durante el término de 

vigencia del presente decreto. Adicionalmente, este decreto pretende flexibilizar la atención a los 

usuarios del servicio de justicia y contribuir a la pronta reactivación de las actividades económicas que 

dependen de este. 

 

Parágrafo. En aquellos eventos en que los sujetos procesales o la autoridad judicial no cuenten con los 

medios tecnológicos para cumplir con las medidas establecidas en el presente decreto o no sea 

necesario acudir a aquellas, se deberá prestar el servicio de forma presencial, siempre que sea posible y 

se ajuste a las disposiciones que sobre el particular dicten el Ministerio de Salud y Protección Social, el 

Consejo Superior de la Judicatura, los Centros de Arbitraje y las entidades con funciones jurisdiccionales. 

 

Los sujetos procesales y la autoridad judicial competente deberán manifestar las razones por las cuales 

no pueden realizar una actuación judicial específica a través de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones de lo cual se dejará constancia en el expediente y se realizará de manera presencial 

en los términos del inciso anterior. 

 

Artículo 2. Uso de las tecnologías de la información y ¡as comunicaciones. Se deberán utilizar las 

tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales 

y asuntos en curso, con el fin de facilitar y agilizar el acceso a la justicia, como también proteger a los 

servidores judiciales, como a los usuarios de este servicio público. 

 

Se utilizarán los medios tecnológicos para todas las actuaciones, audiencias y diligencias y se permitirá a 

los sujetos procesales actuar en los procesos o trámites a través de los medios digitales disponibles, 

evitando exigir y cumplir formalidades presenciales o similares, que no sean estrictamente necesarias. Por 

tanto, las actuaciones no requerirán de firmas manuscritas o digitales, presentaciones personales o 

autenticaciones adicionales, ni incorporarse o presentarse en medios físicos. 

 

Las autoridades judiciales darán a conocer en su página web los canales oficiales de comunicación e 

información mediante los cuales prestarán su servicio, así como los mecanismos tecnológicos que 

emplearán. 

 

En aplicación de los convenios y tratados internacionales se prestará especial atención a las poblaciones 

rurales y remotas, así como a los grupos étnicos y personas con discapacidad que enfrentan barreras 

para el acceso a las tecnologías de la información y las comunicaciones, para asegurar que se apliquen 

criterios de accesibilidad y se establezca si se requiere algún ajuste razonable que garantice el derecho 

a la administración de justicia en igualdad de condiciones con las demás personas. 

 

Parágrafo 1. Se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido proceso, la publicidad y el 

derecho de contradicción en la aplicación de las tecnologías de la información y de las 

comunicaciones. Para el efecto, las autoridades judiciales procurarán la efectiva comunicación virtual 

con los usuarios de 

la administración de justicia y adoptarán las medidas pertinentes para que puedan conocer las 

decisiones y ejercer sus derechos. 

 

Parágrafo 2. Los municipios, personerías y otras entidades públicas, en la medida de sus posibilidades, 

facilitarán que los sujetos procesales puedan acceder en sus sedes a las actuaciones virtuales. 

 

Artículo 3. Deberes de los sujetos procesales en relación con las tecnologías de la información y las 

comunicaciones. Es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y 

diligencias a través de medios tecnológicos. Para el efecto deberán suministrar a la autoridad judicial 

competente, y a todos los demás sujetos procesales, los canales digitales elegidos para los fines del 

proceso o trámite y enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 

realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.  

 

Identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas las actuaciones y desde estos 

se surtirán todas las notificaciones, mientras no se informe un nuevo canal. Es deber de los sujetos 

procesales, en desarrollo de lo previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, 

comunicar cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se 

sigan surtiendo válidamente en la anterior.  

 

Todos los sujetos procesales cumplirán los deberes constitucionales y legales para colaborar 

solidariamente con la buena marcha del servicio público de administración de justicia. La autoridad 

judicial competente adoptará las medidas necesarias para garantizar su cumplimiento. 
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 Artículo 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, tanto la 

autoridad judicial como los demás sujetos procesales colaborarán proporcionando por cualquier medio 

las piezas procesales que se encuentren en su poder y se requieran para desarrollar la actuación 

subsiguiente. La autoridad judicial, directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus 

veces, coordinará el cumplimiento de lo aquí previsto.  

 

Las autoridades judiciales que cuenten con herramientas tecnológicas que dispongan y desarrollen las 

funcionalidades de expedientes digitales de forma híbrida podrán utilizarlas para el cumplimiento de 

actividades procesales.  

 

Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir mediante 

mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola antefirma, se presumirán auténticos y no 

requerirán de ninguna presentación personal o reconocimiento. 

 

 En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que deberá 

coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

 

 Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos desde la 

dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales.  

 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser notificadas las partes, sus 

representantes y apoderados, los testigos, peritos y cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so 

pena de su inadmisión. Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán 

a los enunciados y enumerados en la demanda. 

 

Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos sus anexos, a las 

direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la Judicatura disponga para efectos del 

reparto, cuando haya lugar a este.  

De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni electrónicas para el archivo 

del juzgado, ni para el traslado.  

 

En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas que ejerzan 

funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar 

donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. 

Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito 

de subsanación.  El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el cumplimiento de este 

deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de 

digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. 

 

 En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus anexos al 

demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al 

demandado. 

 

Artículo 7. Audiencias. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios tecnológicos a disposición 

de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio puesto a disposición por una o por ambas partes 

yen ellas deberá facilitarse y permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera 

virtual o telefónica. No se requerirá la autorización de que trata el parágrafo 2° del artículo 107 del Código 

General del Proceso.  

No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá comunicarse con los 

sujetos procesales, antes de la realización de las audiencias, con el fin de informarles sobre la herramienta 

tecnológica que se utilizará en ellas o para concertar una distinta.  

 

Parágrafo. Las audiencias y diligencias que se deban adelantar por la sala de una corporación serán 

presididas por el ponente, ya ellas deberán concurrir la mayoría de los magistrados que integran la sala, 

so pena de nulidad.  

 

Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 

podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección 

electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 

de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 

por el mismo medio.  

 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que 

la dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará 

la forma como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones 

remitidas a la persona por notificar.  

 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío 

del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación.  
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Para los fines de esta norma se podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del recibo de los 

correos electrónicos o mensajes de datos.  

 

Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la parte que se considere 

afectada deberá manifestar bajo la gravedad del juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo 

actuado, que no se enteró de la providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los artículos 132 a 

138 del Código General del Proceso.  

 

Parágrafo 1. Lo previsto en este artículo se aplicará cualquiera sea la naturaleza de la actuación, 

incluidas las pruebas extraprocesales o del proceso, sea este declarativo, declarativo especial, monitorio, 

ejecutivo o cualquiera otro.  

 

Parágrafo 2. La autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar información de las 

direcciones electrónicas o sitios de la parte por notificar que estén en las Cámaras de Comercio, 

superintendencias, entidades públicas o privadas, o utilizar aquellas que estén informadas en páginas 

Web o en redes' sociales.  

 

Artículo 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, con 

inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 

constancia con firma al pie de la providencia respectiva.  

 

No obstante, no se insertarán en el estado electrónico las providencias que decretan medidas cautelares 

o hagan mención a menores, o cuando la autoridad judicial así lo disponga por estar sujetas a reserva 

legal.  

 

De la misma forma podrán surtirse los traslados que deban hacerse por fuera de audiencia.  

 

Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente por 

cualquier interesado 

 

Parágrafo. Cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba correrse traslado a los 

demás sujetos procesales, mediante la remisión de la copia por un canal digital, se prescindirá del 

traslado por secretaria, el cual se entenderá realizado a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del 

mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente.  

 

Artículo 10. Emplazamiento para notificación personal. Los emplazamientos que deban realizarse en 

aplicación del artículo 108 del Código General del Proceso se harán únicamente en el registro nacional 

de personas emplazadas, sin necesidad de publicación en un medio escrito.  

 

Artículo 11. Comunicaciones, oficios y despachos. Todas las comunicaciones, oficios y despachos con 

cualquier destinatario, se surtirán por el medio técnico disponible, como lo autoriza el artículo 111 del 

Código General del Proceso.  

 

Los secretarios o los funcionarios que hagan sus veces remitirán las comunicaciones necesarias para dar 

cumplimiento a las órdenes judiciales mediante mensaje de datos, dirigidas a cualquier entidad pública, 

privada o particulares, las cuales se presumen auténticas y no podrán desconocerse siempre que 

provengan del correo electrónico oficial de la autoridad judicial.  

 

Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De las 

excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma regulada en el 

artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, la parte demandante 

podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en las excepciones 

previas.  

 

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 102 del 

Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso 

segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita a la audiencia 

inicial, yen el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron 

pruebas y estén pendientes de decisión.  

 

Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la 

causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados anteriormente.  

 

La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera instancia 

por el juez. subsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso 

apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo de Estado. 

Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de Estado se decidirá 

por el magistrado ponente y será suplicable.  

 

Artículo 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador deberá dictar sentencia 

anticipada:  
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1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere necesario 

practicar pruebas. caso en el cual correrá traslado para alegar por escrito, en la forma prevista en el 

inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito.  

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, 

sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una 

audiencia. se dará traslado para alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán allegar 

con la petición sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado por diez (10) días comunes al 

Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o 

colusión. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición, deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se entenderán 

desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que estén 

pendientes de tramitar o resolver. 

 

 3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 1437 de 2011, cuando encuentre 

probada la cosa juzgada, la transacción; la conciliación, la caducidad, la prescripción extintiva y la falta 

de legitimación en la causa. La sentencia se dictará oralmente en audiencia o se proferirá por escrito. 

En este caso no se correrá traslado para alegar. 

 

4. En caso de allanamiento de conformidad con el artículo 176 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Artículo 14. Apelación de sentencias en materia civil y familia. El recurso de apelación contra sentencia 

en los procesos civiles y de familia, se tramitará así: 

 

Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, dentro del término de ejecutoria del auto que 

admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica de pruebas y el juez las decretará únicamente 

en los casos señalado en el artículo 327 del Código General del Proceso. El juez se pronunciará dentro 

de los cinco (5) días siguientes. 

 

Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá 

sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá 

traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se proferirá 

sentencia escrita que se notificará por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará 

desierto. 

 

Si se decretan pruebas, el juez fijará fecha y hora para la realización de la audiencia en la que se 

practicaran, se escucharan alegatos y se dictará sentencia. La sentencia se dictará en los términos 

establecidos en el Código General del Proceso. 

 

Artículo 15. Apelación en materia laboral. El recurso de apelación contra las sentencias y autos dictados 

en materia laboral se tramitará: 

 

1. Ejecutoriado el auto que admite la apelación o la consulta, si no se decretan pruebas, se dará traslado 

a las partes para alegar por escrito por el término de cinco (5) días cada una, iniciando con la apelante. 

Surtidos los traslados correspondientes, se proferirá sentencia escrita. 

 

Si se decretan pruebas, se fijará la fecha de la audiencia para practicar las pruebas a que se refiere el 

artículo 83 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. En ella se oirán las alegaciones de 

las partes y se resolverá la apelación. 

 

2. Cuando se trate de apelación de un auto se dará traslado a las partes para alegar por escrito por el 

término de cinco (5) días y se resolverá el recurso por escrito. 

 

Artículo 16. Vigencia y derogatoria. El presente decreto legislativo rige a partir de su publicación y estará 

vigente durante los dos (2) años siguientes a partir de su expedición. 

 
 

2. Decisión 

 

Primero. RECHAZAR por improcedente la solicitud de suspensión de términos de este 

proceso por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

Segundo. Declarar EXEQUIBLE de manera condicionada el artículo 6 del Decreto 

Legislativo 806 de 2020, en el entendido de que en el evento en que el demandante 

desconozca la dirección electrónica de los peritos, testigos o cualquier tercero que 

deba ser citado al proceso, podrá indicarlo así en la demanda sin que ello implique 

su inadmisión. 
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Tercero. Declarar EXEQUIBLE de manera condicionada el inciso 3º del artículo 8 y el 

parágrafo del artículo 9 del Decreto Legislativo 806 de 2020, en el entendido de que 

el término allí dispuesto empezará a contarse cuando el iniciador recepcione acuse 

de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al mensaje. 

 

Cuarto. Declarar EXEQUIBLE las demás disposiciones del Decreto Legislativo 806 de 

2020 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la 

información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos 

judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del 

Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica”. 

 

3. Síntesis de la providencia  

 

En desarrollo del Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, el Presidente de la República 

expidió el Decreto Legislativo No. 806 de 4 de junio de 2020, “Por el cual se adoptan 

medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones 

en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a 

los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica”. Para cumplir con dichas finalidades, el Decreto Legislativo previó 

dos (2) tipos de medidas: 

 

(i) Un primer grupo de medidas relacionadas con las reglas y deberes 

procesales para la implementación de las TIC en el trámite de procesos 

judiciales. 

(ii) Un segundo grupo de disposiciones que implementa medidas tendientes a 

lograr el efectivo uso de las TIC y que agilizan el trámite de los procesos 

judiciales.  

 

La Corte constató que el Decreto Legislativo 806 de 2020 cumple con las exigencias 

formales, en la medida en que: (i) fue suscrito por el Presidente y todos sus ministros; 

(ii) fue dictado y promulgado en desarrollo del Decreto 637 de 2020, que declaró el 

estado de emergencia, y que fue declarado exequible por la Corte Constitucional en 

la sentencia C-320 de 2020; (iii) fue expedido el 4 de junio de 2020, es decir dentro del 

término de vigencia de la emergencia; y, (iv) está debidamente motivado. 

 

La Sala Plena también concluyó que los artículos 1 a 16 del Decreto Legislativo 806 de 

2020 satisfacen las exigencias materiales definidas por la Constitución Política, la Ley 

Estatutaria de los Estados de Excepción y la jurisprudencia constitucional. Para ello, 

precisó el alcance de los juicios de finalidad, motivación suficiente, conexidad 

material, incompatibilidad y necesidad, y concluyó que las medidas que adopta el 

decreto legislativo están directa y específicamente relacionadas con el Estado de 

excepción declarado en el Decreto 637 de 2020, y son idóneas y necesarias para: (i) 

garantizar la prestación del servicio público de administración de justicia; (ii) proteger 

la salud de los servidores y usuarios de este servicio; (iii) agilizar el trámite de procesos 

judiciales y reducir la congestión de los despachos judiciales y (iv) reactivar el sector 

económico que depende de la prestación del servicio de justicia 

Además, la Corte encontró que las disposiciones del Decreto Legislativo satisfacen el 

juicio de no discriminación. En particular, examinó 3 disposiciones a fin de identificar 

una eventual vulneración al principio de igualdad y concluyó que: (i) el tratamiento 

diferenciado previsto en el parágrafo 1 del artículo 1° persigue una finalidad 

constitucional importante, consistente en garantizar el servicio público de 

administración de justicia a las personas que no tienen acceso a las TIC, además de 

satisfacer las restantes exigencias de un juicio integrado de igualdad; (ii) el artículo 2° 

es una medida de promoción y protección para lograr la igualdad entre las partes 

que tramitan sus procesos mediante el uso de las TIC, cuando una de ellas enfrenta 

barreras de acceso y, por lo mismo, requiere la aplicación de ajustes razonables por 

parte del juez; y (iii) a pesar de que el artículo 6º no da lugar a un tratamiento 

diferenciado entre las partes del proceso, decidió condicionar la medida en el 

entendido de que, en el evento en que el demandante desconozca la dirección 
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electrónica de los peritos, testigos y cualquier tercero que deba ser citado al proceso, 

podrá indicarlo así en la demanda sin que ello implique su inadmisión. 

 

La Sala concluyó que las medidas previstas en el Decreto Legislativo 806 de 2020 

satisfacen los juicios de no contradicción específica y proporcionalidad por cuanto 

no contradicen la Constitución Política, ni desconocen el marco de referencia de 

actuación del Ejecutivo en el estado de emergencia económica, social y ecológica 

declarado mediante el Decreto 637 de 2020. Por el contrario, materializan los 

mandatos constitucionales relacionados con el acceso a la administración de justicia 

(arts. 2 y 229 de la Constitución), el principio de publicidad (arts. 29 y 209 de la 

Constitución) y el ejercicio del derecho al debido proceso (art. 29 superior). Asimismo, 

concluyó que el Decreto Legislativo constituye una respuesta razonable y 

proporcionada a las causas que suscitaron la declaratoria de emergencia, y 

materializan las medidas anunciadas por el Gobierno nacional en el Decreto 637 de 

2020. En particular, la Sala constató que las medidas adoptadas: (i) no desconocen 

la función pública del poder judicial al imponer nuevas cargas procesales a las partes; 

(ii) no son irrazonables o desproporcionadas al modificar las reglas relativas al trámite 

de audiencias en los procesos contencioso administrativo, civil, laboral y de familia y 

(iii) salvo lo que seguidamente se indica, no desconocen las garantías de publicidad, 

defensa y contradicción, al modificar las normas relativas a las notificaciones 

personales y el emplazamiento. Para precaver una afectación a tales garantías, de 

manera concordante con lo dispuesto en el artículo 612 del Código General del 

Proceso, que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, la Sala declaró la exequibilidad condicionada del 

inciso 3º del artículo 8 y del parágrafo del artículo 9, en el entendido de que el término 

de dos (2) días allí dispuesto empezará a contarse cuando el iniciador recepcione 

acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al 

mensaje de datos de que tratan tales disposiciones. 

 

Además, la Corte concluyó que las medidas previstas por el Decreto Legislativo 

también satisfacen los juicios de ausencia de arbitrariedad e intangibilidad por 

cuanto: (i) no suspenden o vulneran el núcleo esencial de los derechos y libertades 

fundamentales; (ii) no interrumpen el normal funcionamiento de las Ramas del poder 

público y de los órganos del Estado; (iii) no suprimen ni modifican los organismos y las 

funciones básicas de acusación y juzgamiento; y (iv) no implican afectación alguna 

a los derechos que, en virtud del derecho internacional de los derechos humanos, 

han sido considerados como intangibles, ni a los mecanismos judiciales indispensables 

para su protección.  

 

Por último, la Sala evaluó la constitucionalidad del artículo 16 del Decreto Legislativo 

806 de 2020 y concluyó que se trataba de una medida razonable y proporcionada 

para garantizar los fines del decreto de cara a la imprevisibilidad de la pandemia de 

la COVID-19, y a la necesidad de garantizar estabilidad en las normas procesales y 

seguridad jurídica a los funcionarios y usuarios que intervienen en el trámite de los 

procesos judiciales.  

 

4. Aclaraciones y salvamento de voto  

  

El magistrado ALBERTO ROJAS RÍOS salvó parcialmente el voto, pues no compartió la 

decisión de exequibilidad de los artículos 3, 6, 8 y 16 del Decreto Legislativo 806 de 2020 

adoptada por la mayoría.  

 

En su criterio, la utilización de canales digitales para efectos de activar el sistema de 

justicia e integrar el contradictorio (artículos 3, 6 y 8 del decreto) tratándose de 

personas naturales que no sean profesionales del derecho y que no están inscritas en 

registro mercantil, y especialmente en los casos en que se autoriza por ley actuar sin 

representación de abogado, debe ser aceptada y consentida expresamente por el 

usuario de la justicia, ya sea el promotor de la acción, ora el demandado, mas no 

puede ser una imposición indiscriminada del Estado.  
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En ese sentido, señaló que las medidas previstas en los referidos artículos, relativas a (i) 

los deberes de las partes de realizar sus actuaciones por medios tecnológicos y 

suministrar canales digitales para los fines del proceso, (ii) la formulación de la 

demanda mediante mensaje de datos y el deber de aportar los correos electrónicos 

para notificaciones de los otros sujetos procesales so pena de inadmisión, y (iii) las 

formas que remplazan la notificación personal a través de correos electrónicos 

aportados por el demandante, respectivamente, deben ser facultativas cuando se 

trate de personas naturales que no sean abogados ni comerciantes con matrícula 

mercantil, y muy especialmente cuando se actúe en causa propia, en razón de que 

ninguna persona debe ser obligada por el Estado a tener un correo electrónico, a 

adquirir una “identidad digital”, a poner en circulación sus datos en plataformas de 

internet o a habilitar canales de interacción en entornos virtuales como condición para 

tomar parte en un proceso judicial, para ejercer el derecho de acción o para rodear 

de plenas garantías una etapa crucial como es la integración del contradictorio, salvo 

que la persona exprese de manera inequívoca su consentimiento de actuar en el 

proceso a través de tales medios electrónicos.  

 

Lo anterior imponía a la Corte Constitucional declarar la constitucionalidad 

condicionada de los artículos 3, 6 y 8 del decreto legislativo, con el fin de establecer 

que las medidas allí contempladas sólo podían ser exigibles respecto de ciertos sujetos 

que están forzosamente obligados conforme al ordenamiento jurídico a disponer de 

canales digitales como el correo electrónico y a quienes no les resulta una imposición 

desproporcionada, como son (i) los profesionales del derecho -cuando se actúe por 

intermedio de ellos-, que deben inscribirse en el Registro Nacional de Abogados con 

correo electrónico, (ii) las entidades públicas, que tienen en virtud de la Ley 1437 de 

2011 la obligación de habilitar un buzón de correo electrónico para notificaciones 

judiciales, (iii) las personas naturales con registro mercantil, y (iv) las personas jurídicas -

conforme al artículo 291 numeral 2 de la Ley 1564 de 2012-. 

 

En adición a lo anterior, el magistrado ROJAS RÍOS estimó inconstitucional la medida 

prevista en el parágrafo 2º del artículo 8 del decreto, al admitir que los correos 

electrónicos tomados de redes sociales o cualquier sitio de internet sean válidos para 

suplir al acto de notificación personal del inicio del proceso al extremo pasivo. 

Consideró que la medida es desproporcionada pues mal puede pretenderse sustituir 

la idoneidad y eficacia de la notificación personal (a quien no está obligado a 

disponer de correos para notificaciones judiciales) por una simple dirección 

electrónica extraída de sitios de internet como las redes sociales (que son empleadas 

generalmente con fines recreativos o de otra índole), a efectos de propiciar una 

comunicación efectiva, seria y con certeza, como lo exige naturalmente el hecho de 

estar involucrado en un proceso judicial. Desde esa perspectiva -indicó el magistrado 

ROJAS-, a través de esta norma se les otorga a estas plataformas un alcance ajeno, 

excesivo y de encumbrada trascendencia como lo es la vinculación a un trámite 

judicial en el que están de por medio derechos e intereses tutelados jurídicamente. 

Además, la interacción libre en estos espacios virtuales como las redes sociales no 

debe ser invadida por el Estado al autorizarse que la información que se deposite allí 

por la persona pueda ser usada arbitrariamente con el fin de vinculación a un proceso.  

 

Finalmente, a juicio del magistrado ROJAS RÍOS el artículo 16 del Decreto 806 de 2020 

debió haberse condicionado a que la vigencia de las medidas allí previstas se 

extendería por un tiempo equivalente al que se presentó una paralización de la 

administración de justicia entre el 15 de marzo y el 1º de julio luego de levantada la 

emergencia sanitaria o por un lapso aproximado -4 meses o 6 meses, por ejemplo-, con 

el fin de dar certeza a los usuarios de la justicia y un margen de transición razonable 

para readaptarse a las reglas procesales propias de la normalidad. Asimismo, estimó 

conveniente y necesario que la Corte precisara y puntualizara en este aspecto de la 

vigencia del decreto unas reglas para la transición normativa, con miras a garantizar 

que la aplicación de las normas procesales se realice de manera uniforme en los 
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Despachos judiciales, garantizando la igualdad y el principio de legalidad inherente al 

debido proceso.  

Empero, la Sala Plena, al declarar la exequibilidad simple de la disposición que 

prolonga las medidas procesales de excepción por dos años luego de la expedición 

del decreto legislativo, amplió el alcance del mismo a una situación exógena a la 

coyuntura -como lo es la congestión judicial y el rezago en la implementación de la 

tecnología en la administración de justicia-, soslayando por esa vía que, en su esencia, 

estos actos normativos están atados a la excepcionalidad institucional. 

La magistrada DIANA FAJARDO RIVERA expresó su aclaración de voto en relación con 

algunos de los fundamentos de esta providencia. Los magistrados ALEJANDRO LINARES 

CANTILLO, GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO y JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS se reservan la opción 

de aclarar sus votos.  

ALBERTO ROJAS RÍOS 

Presidente  




